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Resol. Serie “B” N°41
En la Ciudad de Santiago del Estero, a los veintiocho días del mes de octubre de dos mil veinte, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, integrada por el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, como Presidente, y los Dres. Ana Rosa Rodriguez y Eduardo José Ramón Llugdar, como Vocales y, a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, con las Dras. Adriana Carolina del C. Mines y Analía Verónica Paez, asistidos por la Secretaria Judicial Autorizante, Dra. Karina Chaud Nigro, a los efectos de resolver el recurso interpuesto contra la resolución de fs. 503/508 vta. del Expte. Nº 19.290  – Año 2019 – Autos: “Guzmán Hugo Antonio c/ Empresa de Transporte de pasajeros “San Cristobal S.R.L. y/o Responsable s/ Diferencias de Sueldos, etc. – Casación Laboral”.  Establecido el orden de pase a estudio, resultó designado para hacerlo en primer término la Dra. Ana Rosa Rodriguez, y en segundo y tercer lugar, los Dres. Eduardo Federico Lopez Alzogaray y Eduardo José Ramón Llugdar, respectivamente; y a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, las Dras. Adriana Carolina del C. Mines y Analía Verónica Paez. 

La  Sra. Vocal, Dra. Ana Rosa Rodríguez, dijo:



Autos y Vistos: 



Para dictar sentencia en los autos del epígrafe. 

Y Considerando:



I) Que llegan los presente autos a este Tribunal en virtud del recurso de casación formulado por la parte demandada a ff. 532/539 vta., en contra de la sentencia dictada por la Excma. Cámara Apelaciones de Trabajo y Minas de Primera Nominación (como Tribunal de Alzada), en fecha 26 de septiembre de 2018, obrante a ff. 503/508 vta., por la que resuelve admitir parcialmente el recurso de apelación incoado por la accionada conforme fundamentos vertidos, respecto de la admisión en planilla de liquidación de la suma depositada en sede administrativa y confirma la sentencia primigenia en lo demás que fue materia de agravios. Que tal recurso es concedido por el Tribunal interviniente, por ante esta Excma. Sala Laboral del Superior Tribunal de Justicia (ff. 573/575, 578 y vta., 590), y se ordena el trámite de ley.--------------



II) El Sr. Fiscal General del Ministerio Público, en su examen (ff. 598/599 vta.), dictamina que se debe rechazar el recurso incoado, básicamente, por ser cuestiones de hecho y prueba (privativas de la instancia ordinaria), sin que advierta en la actividad desplegada por los juzgantes arbitrariedad. Estima que el reclamo de la recurrente consiste en meras divergencias, respecto a la forma en que la Cámara de Apelaciones evaluó y apreció la prueba de autos.--------------------------------------- 



III) Que en su escrito recursivo citado y de acuerdo a los antecedentes de la litis que explaya, el fundante casacionista censura y sostiene en lo esencial, que la sentencia dictada se formula con arbitrariedad manifiesta e incongruencia, trasgrediendo su derecho de propiedad, por violación de la ley y errónea aplicación del derecho, puesto que existe por el Tribunal a quo una falta de merituación debida de la causa en su faz probatoria (documental, testimonial, pericial, informativa etc.) respecto de la relación laboral invocada por el trabajador, con la influencia lógica del mismo sobre los rubros en litis. Basado en dichos motivos, asevera que debe revocarse el fallo impugnado y en consecuencia solicita al Tribunal de Casación que dicte sentencia, haciendo lugar al recurso. Hace reserva del caso federal.



IV) Que corresponde en este punto analizar la concurrencia de los requisitos exigidos por el Código ritual en orden a la admisibilidad del recurso tratado.---

Destáquese que “las condiciones de admisibilidad formal del recurso son previas al análisis sobre el fondo, ello en realidad respondiendo a un principio lógico: no puede haber una declaración sobre el mérito del recurso si no existe una declaración judicial que lo admita a los fines de concederlo” (Arazi, Roland & De Los Santos, Mabel, “Recursos Ordinarios y Extraordinarios”, Ed. Rubinzal Culzoni, 2005, pág. 42). Y en esa inteligencia, vale denotar que, “los requisitos establecidos por la legislación formal para dar curso al recurso de casación son taxativos y su revisión no se puede soslayar bajo ningún aspecto, ya que lejos de constituir solemnidades innecesarias, su objetivo es evitar que se desvirtúe la naturaleza excepcional de esta vía procesal, constituyendo, por ende, una garantía para la seguridad jurídica” (S.T.J., Sala Laboral, Resol. Serie “B” N° 14, 26-02-2015, “Gallo Montes de Oca María Florencia c/ Petroservice S.R.L. y/u otros”; Resol. Serie “B” N°134, 12-12-2014; “Villalba Sonia Noelia c/ Distribuidora Alberdi S.R.L. y/u otros”; Resol. Serie “B” N° 117, 14/10/2014, “Sayago Clara Inés c/ Productora Santiagueña del Río Dulce”, entre otros, base jurisan).---------------

Y no resulta tampoco vano señalar enfáticamente, que es atribución de esta Corte, como juez del recurso, expedirse en definitiva sobre la concurrencia de tales recaudos e incluso que, por tal motivo, es irrelevante que la cuestión de incumplimiento del procedimiento no haya sido advertida y señalada por la Cámara interviniente o por la parte recurrida, pues este examen corresponde oficiosamente (art. 193, primer párrafo CPL Ley 7049) y al margen de mención o petición alguna (S.T.J., Resol. Serie “B” N° 97, 01-09-2016, “Dirección General de Relaciones Laborales c/ Domus S.R.L.”; Resol. Serie “B” N° 93, 30-08-2016, “Ochoa, Víctor Hugo c/ Megavisión S.A.”; Resol. Serie “B” N° 99, 27/08/2018, “Varela Carla Deolinda c/ Estudio Jurídico Yubrin”, Base Jurisan, entre otros). O sea, a fuer de ser más preciso, “amén del juicio de admisibilidad efectuado en su oportunidad por la Cámara de Apelaciones, este Alto Cuerpo como Tribunal del recurso, se encuentra facultado y debe en esta instancia, controlar todos los recaudos de admisibilidad formal del recurso incoado, a fin de evitar un dispendio jurisdiccional innecesario, que atente contra los principios de celeridad y economía procesal (arts. 1 y 11 inc. b, CPL, Ley 7049). Es decir, que esta Sala como juez del recurso, tiene plena jurisdicción para evaluar la concurrencia de los recaudos de admisibilidad de la casación, sin que las decisiones o criterios adoptados en las instancias anteriores tengan incidencia o sean vinculantes para la decisión a adoptar en dicho marco de análisis” (cf. S.T.J., Resol. Serie “B” N° 99, 27/08/2018, autos: “Varela Carla Deolinda c/ Estudio Jurídico Yubrin”, Base Jurisan).---------------

Así, de las constancias de autos surge que, el mismo ha sido deducido contra una sentencia definitiva (arts. 181 y 183 CPL, Ley 7049), en forma temporánea en plazo de ley (art. 185 CPL, Ley 7049, ff. 523, 539 vta.) y sin que lo alcancen las limitaciones del art. 182 CPL, Ley 7049.---------------------------------------------------

Como dije el mismo ha sido formulado por la accionada, por lo que la misma debe dar cumplimiento al depósito del art. 187 CPL, Ley 7049. En tal sentido vale remarcar lo siguiente, si bien el recurrente efectúo un trámite de sustitución del depósito que precepta el art. 187 CPL, Ley 7049, con embargo consecuente, incluso admitido por la Cámara interviniente, empero es evidente que contemporáneo a la formulación del recurso de casación propuesto, es normativa vigente el CPL, Ley 7049, que para el depósito referido prevé el pago en efectivo, y luego (previo a cualquier eventual sustitución en garantía) la acreditación sumaria de la situación económica del recurrente -depositante- (que ponga de manifiesto su imposibilitad de cumplimento); “conditio sine qua non” no producido en debida forma, el que amen de constituir una obligación regulada por la ley de forma, ha sido específicamente impuesto en su interpretación por esta Sala del Alto Cuerpo. Así “...a los fines de la sustitución del depósito previo dispuesto por el art. 187 del CPL por otra garantía, el demandado debe demostrar la imposibilidad de cumplir con aquél. Dicha norma procesal dispone expresamente que el tribunal podrá en forma excepcional autorizar el reemplazo, previa acreditación sumaria de la situación económica del peticionante que justifique el cambio solicitado. La exigencia se explica en que el depósito del monto condenado es la garantía principal impuesta para la concesión del recurso, siendo cualquier otra una excepción y, como tal debe estar demostrado y explicado el motivo por el cual el demandado -sobre quien pesa una condena a abonar un crédito de naturaleza alimentaria y de preferente protección constitucional- no cumplirá con el aval en la forma que establece el precepto legal” (S.T.J., Resol. Serie “B” N° 20, fecha: 13/03/2015, “Noriega Pablo Alberto y otros c/ Silvano de Petrina Graciela Dora s/ Haberes Impagos, etc. Casación Laboral”, base Jurisan); “En consonancia, cabe señalar que el art. 187 CPL dispone que el Tribunal podrá en forma excepcional autorizar la sustitución del depósito por otra garantía, previa acreditación sumaria de la situación económica del peticionante que justifique el cambio solicitado” (S.T.J. Resol. Serie "B" Nº 102. 04/07/2017, “Floreani Juan Alberto c/ Banco Santiago del Estero S.A. - Casación”, base Jurisan).------------------

Es por ello que, el casacionista en primer lugar debe acreditar que no cuenta o no tiene la probabilidad cierta de contar con la suma requerida. Recién en dicha circunstancia, quedaría habilitado el derecho a ofrecer otra garantía. Advierto acá, que las razones expuestas a fs. 563/564 y documentación anexa, resultan baladíes e insuficientes y poco serias; y me refiero a un mero informe bancario inconsistente, sin un balance contable etc. que demuestre en forma auditada lo expresado, mucho menos lo referido a la falta de subsidios que ingresa en el campo del riesgo empresario e igual criterio para lo aducido de la situación de otra empresa, ajena a la causa. Todo ello, hace innecesaria cualquier otra consideración sobre la sustitución pretendida y el bien ofrecido.------

“Es importante recordar que el depósito previo, como recaudo de admisión de este recurso extraordinario, ha sido receptado mediante una pacífica interpretación de este Superior Tribunal en sucesivas integraciones, conforme la doctrina del Máximo Tribunal de la Nación, "La exigencia de depósitos previos como requisito para la viabilidad de recursos, no es contraria a la garantía constitucional de la igualdad y de la defensa en juicio”. (CSJN., 9/11/93 - Adeca S.A. v. Ayerbe, Francisco E.). JA. 1994-II-627), encontrando, a su vez fundamento en “el propósito de desalentar los recursos dilatorios o notoriamente improcedentes, en los que, por lo general se controvierten meras cuestiones de hecho y derecho común” (C.S.J.N., 28/8/67 - Sosa de Fernández, Juana Carmen, Fallos 268-468) {cf. voto Dr. Llugdar, en “Floreani Juan Alberto c/ Banco Santiago del Estero S.A. -Casación”. cit. supra}.---------------------------------------------------



Recientemente ha expuesto la Sala: “La ecuación es muy simple en la normativa, ante la condena se debe efectuar el depósito en dinero en plazo legal conforme planilla de liquidación, eventualmente y en forma excepcional, previa acreditación sumaria de la situación económica del recurrente y de acuerdo a las circunstancias del caso, el Tribunal puede admitir -si estima que existe imposibilidad real de incumplimiento- que el sentenciado por condena sustituya la deuda en efectivo primigenia, por una garantía a su criterio suficiente, que pueda efectivizarse prestamente y reúna las condiciones documentales de rigor. O sea el derrotero procesal es: depósito de dinero efectivo; y excepcionalmente, previo examen jurisdiccional, acreditación sumaria previa de imposibilidad de cumplimiento por el condenado y admisión de sustitución por garantía suficiente...” (cf. S.T.J., Resol. Serie “B” N° 28, fecha 21-03-2018, “Roldan Juan Carlos c/ Mitre Hugo Alberto s/ - Queja por Casación Denegada”, Base Jurisan).--------------------------------- 



Por lo tanto, cabe considerar no efectivizada la admisibilidad formal del recurso, toda vez que la demandada no dio cabal realización del art. 187 CPL, Ley 7049 como puede apreciarse en el itinerario procesal correspondiente, lo que torna inviable ninguna eventual sustitución de depósito consecuente, razón por la cual corresponde la inadmisibilidad de la impugnación extraordinaria incoada.-----------------------------------



V) A titulo de colofón, resalto que, el maestro Dr. Juan Carlos Hitters -en opinión personal- ha sostenido que para que el proceso impugnativo llegue a feliz término debe perforar por lo menos dos membranas, una formal y otra sustancial; ello significa que tiene que satisfacer los requisitos de admisibilidad y los de procedencia, ya que, si cualquiera de ellos falta, la vía resulta frustrada por devenir inadmisible o improcedente (cf. Eduardo Abel Fernández, “El vicio de absurdo”, págs. 18/19, fallos cit. nota pie 20, Revista del Colegio de Abogados de La Plata, Año LIII Nº 73, 01-04-2011). La admisibilidad y procedencia de un recurso se refieren a dos momentos cronológicamente distintos: la admisibilidad al momento en que comienza la postulación de la parte; la procedencia es coetánea a la decisión. En síntesis: los requisitos de admisibilidad apuntan principalmente a la órbita formal, a los modos procesales mediante los cuales debe ejercitarse y su ausencia deviene inadmisible el recurso. Por cual, incluso, donde se expresa improcedente -en el art. 193 CPL Ley 7049- debió el legislador consignar formalmente inadmisible.------------------------



Por todo lo expuesto, dictamen del Sr. Fiscal General del Ministerio Público, doctrina y jurisprudencia reseñadas, Voto por: I) Declarar inadmisible el Recurso de Casación interpuesto por la demandada a ff. 532/539 vta., contra la sentencia de la Excma. Cámara Apelaciones de Trabajo y Minas de Primera Nominación, en fecha 26 de septiembre de 2018, obrante a ff. 503/508 vta. II) Con Costas.- 



A estas mismas cuestiones, el Dr. Eduardo José Ramón Llugdar, dijo:              




Y Vistos: 



Para resolver en los autos del epígrafe el recurso de casación interpuesto por la apoderada del accionado a fs. 532/539 en contra de la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones del Trabajo y Minas de Primera Nominación de fecha 26 de Septiembre de 2018, obrante a fs. 503/508.------------------------------------



Y Considerando:



I) Que el casacionista se agravia de la resolución venida en recurso por cuanto la misma confirma el fallo de primera instancia en lo que se refiere a que condena al demandado al pago de los rubros Diferencia de Sueldos (C/Premio Asistencia y Adic. P/Antigüedad, Haberes caídos por días no trabajados por culpa de la patronal, Sueldo integrativo mes de despido, Vacaciones Proporcionales 2010, Falta de preaviso, Indemnización por Antigüedad, Indemnización Art. 1 y 2 Ley 25323, Indemnización Art. 45 Ley 25345, S.A. Complementario Impago, Asignación no remunerativa impaga, con más los intereses.------------------------------------------------

Alega que a tales fines la vía recursiva se interpone temporáneamente contra sentencia definitiva (art. 183 de la Ley 7049) y que reúne los requisitos de admisibilidad establecidos por los arts. 181 y 182 inc. a) de la Ley 7049 por estimar su parte que se ha procedido a una errónea aplicación del derecho y se ha violado la ley, y ser la misma incongruente y arbitraria. En lo que respecta a la exigencia del depósito previo (art. 187 de la Ley 7049) ofrece en garantía un vehículo (colectivo de transporte de personas) de titularidad del socio gerente, Marca 092-Mercedes Benz, Tipo 15 Transporte de Pasajeros, Modelo 088-0-400 RSD Año 2001, Dominio DRX 403.-----------

En cuanto a los agravios que considera materia del recurso refiere que la Excma. Cámara de Apelaciones de Trabajo y Minas de Primera Nominación a través de su sentencia incurrió en una arbitraria y absurda valoración de los elementos probatorios y en una errónea aplicación de la ley procesal.---------------------------------------

En base a ello sostiene que yerra el tribunal de grado al considerar cierta la existencia de la relación laboral entre el actor y su mandante, al momento de formular el escrito inicial; aduce que el a quo hizo caso omiso de las probanzas incorporadas en la causa por su parte para resolver en base a dichos de los testigos, no analizados en su totalidad a los fines de acomodar las declaraciones en base a lo alegado por el actor, sin que de las constancias de la causa pueda surgir la certeza que afirmo el a quo, beneficiando al trabajador aun en reclamos ilegítimos.--------------------------------------

Relata que la sentenciante incurrió en exceso al reconocer derechos a los accionantes cuando no los acreditó; que incorporo documental perteneciente a otra empresa sin dirigir la acción en contra ellas. Tampoco produjo otras pruebas ofrecidas en su oportunidad; a la vez que omitió las probanzas incorporadas por su parte a la causa; que dicha sentencia fue confirmada por la Excma. Cámara de Apelación de 1° Nominación.--------------------   

Considera en tal sentido que la sentencia adolece de graves vicios, especialmente en la construcción y silogismo judicial, huérfana de fundamentación lógica y de elementos básicos que debe contener toda sentencia judicial.-------------------------------------------------



Por último hacen reserva de la cuestión federal, piden que se tenga por interpuesto en tiempo y forma el recurso de casación y que se haga lugar al mismo.---------

II) A fs. 573/575 y 578 (aclaratoria) la Excma. Cámara de Apelaciones del Trabajo de Primera Nominación declara admisible formalmente el recurso de casación planteado.------------------------------------------------

III) A fs.598/600 el Sr. Fiscal General aduce que el impugnante denuncia vulneración al debido proceso, derecho de defensa e igualdad de las partes por errónea aplicación de la ley y valoración del material probatorio, lo cual no merece acogida; ya que el planteamiento casatorio subyace en que el recurrente pretende que en esta instancia extraordinaria se revisen los hechos y las pruebas en las cuales se basó el tribunal al momento de sentenciar y determinar la existencia del contrato de trabajo con vinculo laboral no registrado; cuestiones de orden fáctico que no habilitan la presente vía recursiva. Por lo que estima que debe rechazarse el recurso incoado por considerar que la decisión arribada por el sentenciante se encuentra debidamente fundada y aplicadas acertadamente las normas legales al respecto.------------

IV) Quedando los autos en estado de dictar sentencia y previo al estudio de los agravios que sustentan la casación interpuesta, corresponde en éste estadío procesal expedirse en primer término sobre la admisibilidad formal de la apelación extraordinaria bajo estudio (art. 193 Ley 7.049). En ese afán y advirtiendo que de las constancias de la causa, el recurso de casación ha sido deducido en el plazo fijado a tal fin (fs. 523 y 539 vta.) y contra sentencia definitiva (fs. 503/508). Al ser deducido por la parte demandada contra sentencia condenatoria corresponde el depósito previo del capital, intereses y costas provisorias conforme a lo ordenado por el art. 187 Ley 7.049; que a los fines de dar cumplimiento con tal requisito el recurrente solicita la sustitución del depósito en efectivo, ofreciendo a tales fines en garantía un vehículo (colectivo de transporte de personas) de titularidad del socio gerente, Sr. Juan Miguel Lladon, Marca 092-Mercedes Benz, Tipo 15 Transporte de Pasajeros, Modelo 088-0-400 RSD Año 2001, Dominio DRX 403, junto con la constancia de traba de embargo respectiva (fs.589). Razón por la cual al estar dicha sustitución autorizada por la normativa vigente (art. 187 párrafo 5) y habiendo el recurrente acreditado sumariamente su situación económica (fs. 556) ante la imposibilidad de hacer tal deposito en efectivo, es que considero que se encuentra cumplimentado dicho requisito. De admitirse lo contrario importaría un exceso ritual manifiesto por cuanto el bien ofrecido en garantía, conforme a la cotización de rodados de iguales y/o similares características acompañada por el accionado (fs. 570), preserva la seguridad del cobro de la indemnización por parte del trabajador en caso de así corresponder. Estimamos que el rigorismo formal debe ceder, y otorgar a la demandada condenada, la posibilidad de ofrecer garantía suficiente a efectos de afianzar el crédito de la actora, esto es, bienes a embargo para cubrir suficientemente el monto de la condena y sus accesorios. Frente al carácter instrumental de la norma adjetiva, es menester advertir que el mismo no debe colisionar, cuando se realiza una aplicación literal de la norma, con el espíritu emergente de nuestro plexo constitucional que garantiza la tutela jurídica efectiva. De este modo, "las leyes deben interpretarse teniendo en cuenta el contexto general  y los fines que las informan, de la manera que mejor se compadezcan con los principios y garantías constitucionales, en tanto con ellos no se esfuerce indebidamente la letra o el espíritu del precepto que rige el caso. (Corte Sup., 19/12/91 - Mansilla, Manuel A. v. Hepner, Manuel y otro). J.A.- 1992-II-454). En idéntico sentido, la Corte Suprema ha sostenido que: "La exégesis de la ley requiere la máxima prudencia, cuidando que la inteligencia que se le asigna no pueda llevar a la pérdida de un derecho, o que el excesivo rigor formal de los razonamientos  no desnaturalice el espíritu que ha inspirado su sanción y traduzca una renuncia consciente a la verdad jurídica objetiva (Ginocchio, Luis Geronimo c. Fundación Universal de Belgrano del 20/11/90). De este modo, el criterio de La Corte Suprema se orienta a ponderar a la verdad objetiva por sobre el excesivo rigor formal, privilegiando "el adecuado servicio de justicia, garantizado en el art. 18 de la Constitución Nacional"(L.L.: t.19-pag. 17 "El excesivo rigorismo en la aplicación de la ley procesal" por Isidoro Gueller).------       

Que por las razones expuestas, respetando la garantía constitucional de tutela judicial efectiva y en el entendimiento que con esta postura también se preserva la seguridad del crédito obtenido por el actor-trabajador, es de mi opinión que corresponde dar por cumplido el requisito establecido por el art. 187 de la Ley 7.049, con el embargo del bien indicado que reúna las condiciones que justifiquen su titularidad, disponibilidad y sin gravámenes anteriores que afecten a aquéllos, con  determinación y/o avaluó suficiente para cubrir la condena, gastos y honorarios, dependiendo todas estas circunstancias de un serio y detallista análisis por parte del Tribunal interviniente al momento de considerar el ofrecimiento, las cuales en cada caso deberán ser analizadas y justipreciadas por aquel al momento de decidir sobre la admisibilidad del recurso de casación de que se trate, no perdiendo de vista el equilibrio entre los intereses del actor y del demandado, con el principio del debido proceso, la efectiva tutela judicial consagrada en el Art.48 de nuestra Constitución Provincial y el aseguramiento del crédito condenado a favor del actor, a la que este sentenciante pretende darle plena vigencia.---

También no debe perderse de vista el estándar establecido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso “Cantos vs. Argentina” sentenciado en el año 2002, en donde abordando los alcances del Art. 8.1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, sancionó a la República Argentina con la responsabilidad internacional sosteniendo que si bien el acceso a la justicia no es absoluta y puede estar sujeto a algunas limitaciones discrecionales por parte del Estado, lo cierto es que estas deben guardar correspondencia entre el medio empleado y el fin perseguido (párrafo 54); además de estimar que para satisfacer el derecho de acceso a la justicia no basta que en el respectivo proceso se produzca una decisión judicial definitiva sino que también se requiere que quienes participan en el proceso puedan acceder a los recursos sin verse obligados a pagar sumas desproporcionadas o excesivas para ello; ya que ello puede conducir a obstruir en forma indebida su acceso (párrafo 56,60 entre otros).---------------------------------------

V) Ingresando a examinar los agravios planteados por el demandado en el presente recurso, se observa que el Tribunal de grado confirmó parcialmente el fallo de primera instancia que condena al demandado al pago de los rubros Diferencia de Sueldos (C/Premio Asistencia y Adic. P/Antigüedad, Haberes caídos por días no trabajados por culpa de la patronal, Sueldo integrativo mes de despido, Vacaciones Proporcionales 2010, Falta de preaviso, Indemnización por Antigüedad, Indemnización Art. 1 y 2 Ley 25323, Indemnización Art. 45  Ley 25345, SA Complementario Impago, Asignación no remunerativa impaga, con más los intereses, por entender que (luego de un análisis pormenorizado de las pruebas rendidas en la causa), no resulta absurda la valoración que realizó el juez a quo, más aún cuando se está frente a un proceso laboral donde se encuentra controvertida la existencia de una relación laboral no registrada y que como tal carece de prueba instrumental para su acreditación, adquiriendo absoluta relevancia la prueba testimonial que el actor produzca para formar convicción en el juzgador acerca del vínculo cuestionado. Estimó que de la valoración conjunta de las probanzas de la causa, se tiene por acreditada la prestación de servicio y cobra fuerza la presunción del art. 23 de la L.C.T. sobre la existencia del contrato de trabajo.--------------------------------------------------

En orden a ello, estimó que el agravio debió desestimarse al configurar sólo una discrepancia subjetiva con la valoración realizada por el juez a quo.------------

Frente a esa decisión se alza el demandado afirmando que la Excma. Cámara de Apelaciones de Trabajo y Minas de Primera Nominación a través de su sentencia incurrió en una arbitraria y absurda valoración de los elementos probatorios y en una errónea aplicación de la ley procesal.---------------------------------------------

Del estudio de los agravios expresados se advierte que el recurrente califica de arbitraria y absurda la valoración de la prueba que efectuara el tribunal de grado, sin embargo entiendo que sus manifestaciones no logran acreditar que en dicha tarea axiológica el sentenciante haya transgredido los principios de la lógica, conforme los cuales, por imperativo constitucional y de la normativa ritual, los jueces deben resolver las causas sometidas a su conocimiento con fundamentación lógica y legal, conminándose con nulidad los actos decisorios que trasgredan dicho mandato.---------------------------------

Y en esa tarea motivacional, el Tribunal está compelido a procurar la reconstrucción de los hechos sometidos a juzgamiento, lo que –forzosamente- supone la tarea intelectiva de escoger entre las diversas pruebas que resultan más relevantes dando razón suficiente de tal juicio. La debida motivación, entonces, exterioriza -desde un enfoque endoprocesal- el mecanismo descriptivo y justificante que, en base a una argumentación racional y una ponderación probatoria fundada, sustente la decisión propiciada.-----------------------------------------------

Ya fue sostenido por esta Vocalía en pronunciamientos anteriores que se entiende por motivar -en relación a una decisión jurisdiccional- a la exteriorización de la justificación que realiza el juez o el tribunal de juicio, en relación a la resolución tomada. Que dicha motivación, debe estar gobernada por los principios de la lógica y de la experiencia, los que deben ser concebidos con prudencia, rectitud y sabiduría en relación al caso concreto, es decir bajo las reglas de la sana crítica (“Pellizari Jose Alberto S.D. Lesiones Graves Calificadas por el Vínculo E.P. Salomon Silvia S/ Casación”, Expte. Nº 15.628 - Año: 2005).-----------------

Dicho proceso, debe permitirle reconstruir aproximativamente, la verdad de los hechos, obteniendo la razón suficiente para que los argumentos dados tengan un soporte en las cuestiones fácticas que se consideran acreditadas en la causa, y que le permitan aplicar la norma sustantiva que considere apropiada o más adecuada. En la motivación, el juez expresa la justificación en la que sustenta los fundamentos de su decisión, y la forma en que arriba a la misma, mediante el modo y valoración que efectúa en referencia a las cuestiones de hecho que se han producido y plasmado en el expediente, y en el que se apoya para formar su convicción. En definitiva, la sentencia será fundada, cuando mencione los elementos de prueba a través de los cuales arribó a la conclusión plasmada en la misma, elementos éstos que debieron ser válidamente incorporados al proceso, y la decisión, deberá siempre haber sido concebida, siguiendo las “leyes del pensamiento humano, de la experiencia y la psicología común”, tal cual lo afirma Julio V. Mayer (Derecho Procesal Penal I – Fundamentos – pág. 482, Ed. del Puerto).--------------------------------------------------

En base a ello resulta menester definir al control de logicidad como “el examen que debe realizar una Corte o tribunal superior para conocer si los razonamientos que explicitaron los jueces inferiores al dictar sus sentencias son lógicamente correctas” (Olsen Ghirardi, La lógica del proceso judicial, Ed. Lerner, 1987, pág. 44; Armando Andruet (h), Introducción a la argumentación forense, Academia Nacional de Derecho y Ciencias Sociales de Córdoba, Advocatus, 1999, págs. 21 y sgtes.). Entonces, el control de logicidad se cumple mediante la observancia de los principios de verificabilidad, en tanto los motivos que la sostienen sean claros y expresos; y racionalidad, que estén brindados los mismos motivos dentro del marco de ser un acto de razón. Se agrega que “los defectos de este último se evidencian mediante la afectación a alguno de los principios lógicos – identidad, tercero excluido, no - contradicción y razón suficiente-. Entonces, las resoluciones judiciales deben contener la “razón” capaz de abonar lo enunciado en el juicio forense, y dicha razón será suficiente cuando baste por sí sola para servir de apoyo completo a lo enunciado en el juicio. Por consiguiente, no hace falta nada más para que el juicio sea plenamente justificado” (conf. Romero Pucciarelli, “Lógica”, Espasa Calpe, 1945, pág. 34, citado en Andruet, ob.cit., pág. 64).----------------------------------------

Por otro lado, se ha de recordar que el control de logicidad no autoriza a esta Sala a corregir o modificar las conclusiones extraídas del análisis de circunstancias de hecho y valoración de la prueba.--------

VI) Trazada esta línea directriz, es indispensable escrutar si el razonamiento del órgano jurisdiccional se relaciona armónicamente, a partir de la percepción y selección de los hechos formulados, las pruebas rendidas y las normas jurídicas, con la solución propiciada.-----------------------------------------------

  Se ha de destacar que el mérito en la sentencia atacada ha tenido por probada las irregularidades registrales en orden a la vinculación laboral, por lo que ha merituado especialmente la medida de tal incumplimiento, por lo cual la cuestión de fondo fue resuelta principalmente sobre la base de los testimonios que a criterio del a quo resultaron más objetivos, concordantes y de mayor credibilidad. Así se consideraron los testimonios de la Sra. Silvia Isabel Jimenez quien al ser preguntada si le consta donde trabajó el actor Hugo Guzman ente 01/01/2007 y diciembre del 2010, manifestó que “...en la empresa San Cristobal...lo veía de chofer...y los horarios cada vez que viajaba a Bolivia o a Buenos Aires en esos horarios lo veía...yo hace mucho años que vendo ropa pero en el período del 2007 al 2010 lo he visto trabajando ahí...” (fs. 464 vta.); el Sr. Alberto Gerez quien afirmó que “...cuando yo he entrado a trabajar ahí él ya estaba en la empresa San Cristobal...era chofer hacia turismo a Bolivia a Bs. As. ...lo veía cuando llegaba yo trabajaba de 9 a 12 de la tarde o 3...los colectivos algunos decían San Cristobal algunos el práctico alguno el tamalza...un tiempo los tenían asi los colectivos después los pintaban (fs.465 vta. 466 vta.); la Sra. Viviana del Valle Ledesma al ser preguntada si le consta donde trabajó el actor Hugo Guzman entre el 1° de enero del 2007 y diciembre del 2010 contestó “...en la empresa San Cristobal porque yo vendo ropa y viajo cuando puedo, siempre lo veía a él como chofer. Viajo a Bs. As. y viajo a Bolivia. Cuando me tocaba viajar, siempre me tocaba con él ...se dedica desde el 2001,2002; entre otros testigos.-------------------------------------------------  



La suma de estos testimonios, fundados y concordantes, los cuales, aunados a las condiciones de irregularidad registral y la finalidad protectoria del derecho del trabajo (conf. Art. 14 bis CN), revistieron para el Tribunal de Apelación la suficiente entidad para tener por acreditada la existencia de la relación laboral de dependencia invocada por el accionante, quedando a cargo de la patronal el demostrar que dicha prestación de servicios no tuvo origen laboral.-------------------------

En orden a ello las acertadas razones que abonan tal juicio se deprenden del art. 23 de la LCT que en cierta medida representa la llave para la solución de los conflictos laborales cuyo eje sea el reconocimiento de la relación laboral. Es por ello que, se torna necesario recordar el criterio que esta Sala Laboral ha sentado respecto de dicho precepto normativo, a los fines de verificar si asiste razón al apelante en sus quejas. En “Ibañez Nora A. y Otros c/ Club Centro Recreativo y/u Otros s/ Diferencia de Jornales, etc. Casación" (STJ Resol. del 19/09/2005), “Muñoz Somoza Ricardo Orlando c/ Sipreco Colegio de Médicos de Santiago del Estero y/o Resp. s/ Comisiones Impagas, etc. Casación Laboral” (STJ Resol. del 28/4/2009) entre otros, se ha señalado que lo establecido por el art. 23 de la LCT, implica en su aspecto práctico eximir al pretendido trabajador de la prueba directa de todas las notas legales típicas del contrato de trabajo autorizando a presumirlo ante la prueba de la prestación.----------------------------------

Esta figura produce una inversión de la carga probatoria a partir de un supuesto definido por la ley. La presunción del art. 23 LCT opera ante la prestación simple de servicios, es decir, no requiere la acreditación de que los servicios fueron prestados en forma dependiente o subordinada. Ello por cuanto una interpretación en tal sentido subvierte el mandato legal exigiendo al presunto dependiente probar el contrato o la relación de trabajo (art. 21 LCT) a través de la acreditación de su nota más típica (la subordinación) para recién tener por presunto el contrato de trabajo. En consecuencia, si el Tribunal -conforme la valoración de la prueba- entiende acreditada la prestación de servicios, cobra vigencia la presunción y queda en el empleador la tarea de desvirtuarla.-----------

Expuesto lo anterior, se observa que los argumentos brindados por el Tribunal de apelación, hoy atacados, encuentran acabado soporte en las cuestiones fácticas acreditadas en la causa, dotando de razón suficiente para servir de apoyo completo a lo enunciado en su decisorio.---------------------------------------------

Por otro costado, se ha de resaltar que el impugnante no ha logrado demostrar que la valoración de los hechos y la prueba llevada a cabo por el Tribunal de mérito esté viciada de absurdo, limitándose a exteriorizar una mera discrepancia subjetiva, proceder que no es idóneo para demostrar la existencia de absurdo, conforme a las características que reiteradamente ha delineado este Superior Tribunal al respecto. “En materia de prueba la materia se complica más para el recurrente, ya que en relación con la pretendida revisión de su apreciación, las dificultades del impugnante se ven multiplicadas, habida cuenta que los cuestionamientos de esa índole, por vincularse con un tema como es el de la amplitud de las facultades de los jueces de instancia para seleccionar y valorar las pruebas rendidas ante ellos, atañen a aspectos que resultan gobernables por aquellos y -por vía de principio- ajenos al carril extraordinario de la casación. Por consiguiente, las discrepancias del recurrente con el criterio seguido por los jueces en la selección y valoración de las pruebas, no sustenta la tacha de arbitrariedad en que se pretende fundar una casación aún cuando se invoque error en la solución que se impugna” (Obs. del Sumario: La Casación un modelo eficiente Augusto Morello - Edit. Platense - Edic. 1993 p. 183 STJ S 27-10-2004, “Conferencias Sras. San Vicente Paul c/ Bonacina Juan Manuel y Otros s/ Desalojo Casación” Fte. JUSE); (STJ Sgo. del Estero Expte.15.275/04: Ibañez, Raúl Eduardo y Otros c/ Produnoa S.A. y/o Responsable s/ Jornales Impagos, etc. Casación Laboral” Sent. de Oct/05).
----------------

En efecto, el apoderado del demandado expone su propia valoración de la prueba, sin que de dicha argumentación se desprenda algo más que una visión personal en apoyo a su tesis recursiva. Si bien sostiene que la sentencia objetada es arbitraria y contraria a derecho, de su exposición no se advierte de modo palmario e irrefutable alegación alguna en la que se encuentre comprendido un supuesto de hecho o de derecho que conduzca a sospechar la presencia de vicios que descalifiquen el pronunciamiento como acto jurisdiccional válido.----------

VII) Por último y luego de analizar el resolutorio recurrido, con el objeto de determinar el enlace lógico y jurídico existente entre lo expuesto y lo resuelto por el tribunal de grado, a fin de verificar la justificación dada al caso en cuanto a los motivos y razones que llevaron a tal conclusión, se observan atinadas las conclusiones brindadas a partir de la prueba ponderada, las que impiden otorgar otra consecuencia distinta al actuar del actor que no sea la conclusión abordada en la instancia anterior.------------------------

Lo que acontece es que la tesitura consignada por el Tribunal de apelación resulta, además de clara, respetuosa de las reglas del pensamiento, al haberse explicitado las razones que sirvieron de base a la conclusión a que se arriba y aportando al justiciable los elementos de juicio necesarios para verificar el mecanismo de discernimiento utilizado, todo lo cual descarta de plano la existencia de un déficit formal que afecte la motivación de la solución dispensada.---------------------

En consecuencia, el control de logicidad requerido fue cumplido mediante la observancia de los principios de verificabilidad, en tanto los motivos que la sostuvieron fueron claros y expresos como fue explicitado en el considerando anterior; abrazados todos dentro del marco de ser un acto de razón.----------------------------  

Dicho de otro modo, el acto decisorio en crisis cuenta con el suficiente discurso explicativo que -según los cánones racionales- movió a los juzgadores a considerar esos elementos probatorios para la solución del conflicto, sin que con ello quede comprometida su validez formal y sustancial.--------------------------------------

VIII) Por lo expuesto, Voto por: I) Rechazar el Recurso de Casación interpuesto por el apoderado del demandado Empresa de Transporte San Cristobal S.R.L. en contra de la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones del Trabajo y Minas de Primera Nominación de fecha 26 de Septiembre de 2018, obrante a fs. 503/508. II) En su mérito confirmar la resolución de la Excma. Cámara de Apelaciones del Trabajo y Minas de Primera Nominación de fecha 26 de Septiembre de 2018, obrante a fs. 503/508 . III) Con Costas.



A estas mismas cuestiones, el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, dijo: Que comparte los argumentos esgrimidos por la Vocal preopinante, Dra. Ana Rosa Rodríguez, emitiendo su voto en idéntico sentido



A las mismas cuestiones, la Dra. Adriana Carolina del C. Mines, dijo: Que se adhiere en un todo a lo sustentado por la Dra. Ana Rosa Rodríguez, votando en igual forma. Con lo que se dió por terminado el Acto, firmando los Sres. Vocales, por ante mí, que doy fe. Fdo: Ana Rosa Rodríguez – Eduardo Federico Lopez Alzogaray – Eduardo José Ramón Llugdar – Adriana C. Mines – Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
Santiago del Estero, veintiocho  de octubre del año dos mil veinte.



En mérito al resultado de la votación que antecede, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, Resuelve: I) Declarar inadmisible el Recurso de Casación interpuesto por la demandada a ff. 532/539 vta., contra la sentencia de la Excma. Cámara Apelaciones de Trabajo y Minas de Primera Nominación, en fecha 26 de septiembre de 2018, obrante a ff. 503/508 vta. II) Con Costas. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Ana Rosa Rodríguez – Eduardo Federico Lopez Alzogaray – Eduardo José Ramón Llugdar – Adriana C. Mines – Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.

22
1

